
REPUBLICADE PANAMÁ
óRceruo JUDTcTAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

'ALA 
TERCER{ DE LO CONTENCIOSO, ADMINT.TR{TIVO y LABORAL

Panamá, veintiséis {26) de febrero de dos mil quince (201S).

VISTOS:

En etapa de resorver se encuentra ra demancta de nuridad presentada

por el Licenciado pubrio Ricardo cortés c., actuando en su propio nombre y

representación' para que se decrare nuro, por íregar, er riterar ,,q,,der 
artícuro

4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2g de junio de 2011, *por er cuar ,u------.- \
reglamenta er Procedimiento para tevar a cabo er Intercambio de 

\

Información Tributaria, en er marco de ros conven¡os para evitar ra Dobre

lmposición y Prevenir ra Evasión fiscar en Materia de rmpuestos Sobre ra

Renta o Acuerdos para la Cooperación Fiscai y el Intercambio oe

Información en Materia de lmpuestos debidamente ratificados por ra

República de Panamá, y en prena vigencia", pubricado en ra Gaceta oficial

No 26B24 de 8 de jurio de 2011, debidamente reformado por er artícuro 2 del

Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, publicado en la Gaceta

Oficial No.26988 de 7 de marzo de ZO1Z.

I. LA ACTUACIÓN DEMANDADA

Mediante la norma demandada se establece lo siguiente:



"Artículo 4 EVALUACTON y CONTENTDO DE LA SOLIC|TUD.

En el proceso de evaluar la solicitud de información deben
cumplirse las condiciones que se detallan a continuación, cuya
existencia deberá ser comprobada por ra DGr antes de soricitar
información a fuentes internas o externas:

II. ARGUMENTOS DEL DEMANDANTE

La representación judiciar de ra parte demandante argumenta que el

literal demandado ha violado las siguientes normas legales:

Decreto de Gabinete 109 de 1970

"Artículo 20...

La dirección General de Ingresos igualmente está autorizada y
facultada para solicitar y recabar información, con el único y
exclusivo propósito de darle cumplimiento a los convenioi
internacionales suscritos por la República de panamá, para
intercambio de información tributaria, aun cuando no tenga
relación con un interés tributario doméstico.

En 
_ 
todos los casos, esta información rev¡ste carácter

confidencial, secreto y de uso exclusivo de la Dirección Generalde lngresos y, por ninguna circunstancia, podrá hacerla
trascender, salvo con la finalidad de dar cumplimiento a los
convenios internacionales suscritos por la Repúbiica de panamá
para el intercambio de información tributaria ó en circunstancias
expresamente consagradas en la ley.',.

Concepto de la infracción

Es tan claro que el objetivo
CONTRIBUYENTE DUEÑO

norma es PROTEGER AL
INFORMACION, que dicho

de esta
DE LA



supuesto ha sido elevado a la categoría de DERECHO DEL
OBLIGADO TRIBUTARIO, según el numeral 7 del artículo 155
de la Ley 8 de 2010, cuando incluye como una de esas
garantías mínimas la siguiente: ,,Derecho a que la información
suministrada a la Administración Tributaria se mantenga bajo
reserva durante todo el procedimiento administrativo y judiciá1,
salvo las excepciones establecidas expresamente en tá iey.,,.

En el caso del intercambio de información tributaria, el artícufo
analizado está haciendo extensiva dicha protección de la
información a las personas sujeto del intercambio de
información, lo cual incluye también a personas que no son
contribuyentes de Panamá. Lo que busca la norma de Ley
analizada es que aquella persona que sea sujeto del proceso dá
intercambio de información tributaria, sepa qre la información
suya que está s¡endo canalizada hacia el Estado requiriente,
prevro cumplimiento de los procedimientos administrativos y
legales, será tratada con la debida reserva de modo que nó
trascienda y llegue a destinos que no sean tas autoridades
involucradas.

Dicho lo.anterior es importante subrayar que la norma destinada
para proteger a la persona sujeto del proceso de intercambio de
información tributaria entre Estados. por ro tanto, quienes están
excluidos de tener acceso a la información son los terceros no
interesados. En otras palabras el contribuyente o personas
sujeto del intercambio de información NO pUgOE ESTAR
EXCLUIDO del proceso y debe conocer el objeto de la
información que se recaba. Dicha persona no puede estar
lTgll,!3: por cuanto prectsamente ES LA DUEñA DE ü
INFORMACION.

Cuando la DGI va a recabar información no puede disponer dela información del interesado sin que éste tenga conocimiento
de que SU |NFORMAC|óN.está siendo objeto á" ,n pro""ro y
que podría ser utirizada por ra Administracién Tributaria de otros
Estados distintos a la República de panamá. No solo por cuantoes el dueño de la información, sino por cuanto la facultad deobtener y proporcionar información a otros Estaoos que este
artículo otorga a la DGl, se debe extender sin perjuicio de losderechos que tiene el afectado de saber que existe el proceso,
no solo para defenderse, en caso de que no esté de acuerdo,
sino incluso para coiaborar con el proceso, lo cuat ocurriría, por
ejeTplo, en el caso de que la información recabada por ta'óGl
sea incorrecta y el afectado lo pueda corregir.

Código Fiscat.



"Artículo 1180. Totra soricitud de carácter fiscar, cuya tramitación
no esté especialmente regulada en cualquier otro Título de este
Código, se regirá por las disposiciones del presente Título.".

Concepto de la Infracción

A la DGI le debe interesar colaborar en la entrega de la
información a otras administraciones tributarias, para que éstas
también le entreguen información que Ie permita recaudar.
Precisamente por ello es que estos procesos de intercambio de
información, incluso permiten, en el caso de los contribuyentesde Panamá, que la DGI pueda inspeccionar y compartir
información tributaria de ros mismos, con ras administracibnes
tributarias de otros países que tengan convenio con panamá,
generándose un caso de excepción sobre er tradicionar secreto
que debe guardar la DGI sobre las declaraciones de impuestos
99 sus contribuyentes, regulada en el artículo 722 del Código
Fiscal. Esa excepción estaría configurada, por cuanto se trataríade una inspección ,,necesaria para la prosecución de
investigaciones en las cuales el Estado...[tiene¡...interés,,.

No queda duda, en consecuencia, que los procesos de
intercambio de información tributaria en que se vea envuerta raDGl, como entidad pública competenie para cumplir los
conven¡os, corresponden a actuaciones eminentemente deCARACTER FISCAL, en la parte correspondiente a la"Dirección Activa del Tesoro", regulada por las normas ya
citadas del Código Fiscal.,,.

"Artículo 1230. Las resoruciones y demás actos administrativos
que dan inicio o terminación de la instancia de un proceso,
serán notificadas personalmente.

La notificación de ros actos administrativos se rearizará en el
domicilio flscal que el contribuyente haya informado en el
Registro único de Contribuyentes. pará esios efectos, el
contribuyente está obligado a inscribirse en el Registro Unrcó Oá
Contribuyentes y a informar cuando ocurra algún cambio en la
información contenida en dicho Registro.

El incumplimiento de ra obrigación de notificar ros cambios der
domicilio fiscal, no acusará la nulidad de las diligencias de
notificación rearizadas ar último domicirio fiscar informado por elcontribuyente, apoderado legal, mandatario o persona
responsable.

Cuando el contribuyente, persona responsable o apoderado no
fuere localizado en el último domicilio ihformado, en dos (2) días
hábiles distintos, se hará constar en un informe suscrito por el
notificador o secretario del despacho encomendado, el cual se



adicionará al expediente y se procederá a la notificación por
edicto.

También procederá la notificación por edicto cuando el
contribuyente, o bien no pudiese ser ubicado. lgualmente
procederá la notificación por edicto cuando se oesconozca el
paradero del contribuyente, persona responsable o apoderado.

El edicto se fijará en ra oficina correspondiente durante un prazo
de diez ('l) días hábiles, dentro de los cuales además se
p-ublicará en un periódico de circulación nacional, durante tres
(3) días consecutivos. El edicto contendrá la expresion del
asunto de que trate, la fecha y la parte dispositiva de la
resoluc¡ón o acto administrativo y ra advertencia de ros recursos
procedentes.

Des-de la fecha y hora de su desfijación se entenderá hecha la
notificación. Una vez hecha la not¡ficación por edicto se
agregará el expediente con expresión de día y hora de su
fijación y desfijación."

Concepto de la Infracción:

En este punto es importante mencionar que los intercambios de
información tributaria regulados por los CDl, reconocen tos
derechos de los contribuyentes a convertirse en parte de los
procesos de intercambio de información, de conformidad con los
procedimientos administrativos preexistentes y apricabres dentro
del derecho Interno de cada Estado. Además-. pbrmiten que los
Estados intercambicn información aunque ra pérsona su¡eto del
proceso no sea contribuyente en el Estado requerido, por lotanto, al hablar del reconocimiento del procedimiento
adminishativo que permita un proceso justo para el
contribuyente o la persona sujeto del proceso, lo que se buscael tratamiento igualitario dentro del Estado requerido, de los
contribuyentes de ambos estados contratantes dá ros convenios
y demás personas sujetas al proceso, ello involucra que todos
está 

. 
protegidos por el mismo procedimiento, en tas mismas

condiciones. De esta manera se actúa en plena concordanc¡a
con el Principio de No discriminación iambién apricabre a estosCDl, que impide aplicarle una medida tributária diferente operjudicial a los nacionales cie un Estado distinto ar estado
reouer¡do.

EI comentado artÍcuio 1230 del Código Fiscal es una norma que
también exige que en el acto de nótificación, se le indique al
afectado cuáles son los recursos procedentes para defenderse.
Esto es de fundamental aplicación y por este iipo o. reglas de
garantía es que se necesita que se aplique el pücedim¡ento Of



LEY y que no deba quedar el procedimiento de notiflcación a
discreción de la DGI.

El primer párrafo del citado artículo 1230 del Código Fiscal
establece el derecho del afectado por un procédimiento
administrativo de carácter fiscal, a ser notificado
PERSONALMENTE del acto administrativo que da inicio al
proceso. Ese derecho del afectado es perfectamente aplicable a
los procedimientos de carácter fiscar rerativos ar intercambio de
información tributaria. La forma de rearizar dicha notificación
personal ya ha sido explicada
establecida en la ley, es decir ,

1230 del Código Fiscat.

y no puede ser otra que la
según la ritualidad del artículo

Lo explicado en el párrafo anterior contrasta claramente con el
contenido del impugnado literal ,,q,, del afticulo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 201 1, reformado por el artículo 2 del decreto
Ejecutivo 194 de S de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuásto especial en el
cual Ia DGI podria, de forma PURAMENTE DISCRECIONAL,
decidir si en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
intercambio de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando', el procedimiento fiscal
ordinario, en su artículo 1230 del Código Fiscal,
estableciéndose que existirá u tipo de proceso de carácter
fiscal, en el cual la notificación deL inicio del proceso no es un
derecho del afectado, sino que se degrada hasta el punto de
convertir el tema en un asunto que DISCRECIONALMENTE la
DGI puede decidir si se cumple o no. Evidentemente un
Reglamento no puede reformar ni modificar la Ley. Debido a
ello, el literal "q" del artÍculo 4 del Decreto ejecutivo-aS Oe ZOt t,
reformado por el artículo 2 del decreto ejécutivo 194 de 5 de
marzo de 2012, viata de forma directa por comisión, el artículo
1230 del Código fiscal.".

Ley 24 de 201e

"9. En relación con el Artículo 25.

E. Se entiende que el intercambio de información y losprocedimientos administrativos establecidos a efectoi de
salvaguardar los derechos de los contribuyentes en el Estado
sobre el cual se solicita la información continuarán siendo
vigentes y aplicabres antes de que Ia información sea trasmitidaal estado solicitante. Estos procedimientos incluyen las
notificación al contrihuyente en relación con el requerimiento deinformación por parte del otro Estado Contratante, y laposibiljdad de que ésta sea partícipe del proceso y presente su
posiciÓn ante ra administración tributaria antes de que esta tome



una determinación. Asimismo,
requerimiento busca garantizar
contribuyente y no en prevenir o
demoren el proceso de intercambio

Concepto de la Infracción:

Protocolo al CDI vigente entre
2011)

'XVll. Ad Artículo 2,4.

El artículo 9, literal E, del protocolo al CDI vigente entre
Panamá y México, aprobado por Ley 24 de 2010, reconoce que
los procedimientos de Ley Interna aplicables af intercambio de
información tributaria "incruyen ra notificación ar contr¡buvente
en relación con el requerimiento de información,'. Este deiecho
ya no solo se reconoce por reenvio a la norma interna, sinoporque esta norma del protocolo lo está reconociendo
expresamente por un acuerdo entre Estados, La forma de
realizar dicha notificación ya ha sido expllcada y no puede ser
otra que la establecida EN LA LEy, es decir, según la ritualidad
del artículo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en el párrafo anterior contrasta claramente con el
contenido del impugnado literai ,,g,, del artículo 4 decreto
ejecutivo 85 de 201 'l , reformado por el artículo 2 del decreto
ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especial en el
cual la DGI podría, de forma PURAMENTE DISCRECIONAL,
decidir si en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
intercambio de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando,, el CDI que firmó panamá
con México, en el cual no se hizo ninguna excepclón en cuanto
a que estos procesos deben ser notificados al afectado. Tal"reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,' del artículo
4 del Decreto ejecutivo 85 de 20.1 1, reformado por el artículo 2
del decreto ejecutivo 194 de 5 de marzo ¿e iOlZ, estableció
que_existiría un tipo de proceso de carácter fiscal, en el cual la
notíficación del inició der proceso no es un derecho der afectado,
srno que se degrada hasta el punto de convertir el tema en un
asunto que DISCRECIONALMENTE ta DGI puede decidir si se
cumple o no. Evidentemente un reglamento no puede reformar
ni modificar la ley que aprueba un cónvenio internacronal...,,.

se entiende que este
un procedimiento justo al
establecer obstáculos que

de información.".

Panamá y Holanda (Ley 23 de



e) Queda entendido que en caso de un intercambio de
información, los procedimientos administrativos establecidos a
efectos de salvaguardar los derechos de los contribuyentes enel Estado sobre el cual se solicita la ínformación sequirá
estando vigente y aplicables antes que la información sea
trasmitida al Estado solicitante. Estos antes que la información
sea trasmitida al Estado solicitante. Estos procedimientos
incluyen la notificación al contribuyente en relación con el
requerimiento de información por parte del otro Estado
Contratante, y la prsibilidad que éste se apersone al proceso y
presente su oposición ante la administración tributaria antes qué
ésta emita una respuesta al Estado solicitante. eueda entendido
que esta disposición busca garantizar un procedimiento iusto al
contribuyente y no prevenir o dilatar innecesariaménte el
proceso de intercambio de información.,,.

Concepto de la infracción:

Lo pactado con Holanda en la norma comentada del protocolo,
está muy blen pensado por parte de los negociadores
panameños y debemos felicitarnos como país por este tipo de
cláusulas. En efecto, es un hecho que se ienía en mente
garanltzar el Debicio proceso a favor del afectado en panamá
dentro de un proceso de intercambio de información tributaria,
sea que fuese contribuyente en panamá y en el Estado
requirente, solamente contribuyente en alguno de los dos o
ninguno de los dos. Precisamente por ello ie tuvo en mente el
Procedimiento Fiscar ordinario, er cuar tiene caracterist¡ca
esencial de que es pREVIAMENTE conocido por todos, lo cual
es fundamental dentro de un proceso justo que respete la
garantía del Debido proceso. De esa forma se garantizó que a
los contribuyentes panameños cuya información'se pida desde
Panamá al otro Estado, también sean beneficiados con un
procedimiento justo.

El artículo XVll, literal e), del protocolo al CDI vtgente entre
Panamá y Holanda aprobado por Ley 23 de ZO11 , reconoce que
los procedimientos cle Ley Interna aplicables al Intercamb¡o de
información tributaria "incruyen ra notificación ar contribuyente
en relación con el requerimiento de información',. Este deiechoya no solo se reconoce por reenvío a la norma interna. sinoporque esta norma del protocolo lo está reconociendo
expresamente por un acuerdo entre Estados. La forma de
realizar dicha notificación ya ha sido explicada y no pueoe ser
otra que la establecida EN LA LEy, es decir, ,"gún l" ritualidad
del artículo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en er párrafo anterior contrasta craramente con el
contenido del impugnado literal ,,q', del artículo 4 decreto
ejecutivo 85 de 2011, reformado poi el artículo 2 del Decreto



Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2e12, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especiat en el
cual la DGI podría, de forma puramente discrecional decidir si
en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado der inicio
de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el intercambio
de información tributaria. Es decir, por la vía reglamentaria se
está "reformando" el CDI que firmó panamá con Holanda, en el
cual no se hizo ninguna excepción en cuanto a que estos
procesos deben ser notificados al afectado. Tal ,,reforma,,
reglamentar¡a consiste en que literal el ,,a,, del artÍculo 4 del
Decreto ejecutivo 85 de 201.1 , reformado por el artículo 2 del
Decreto ejecutivo 8S Ue ZOl1, reformado por el artículo 2 del
Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo Ae iOlZ. estableció que
existiría un tipo de proceso de carácter fiscal en el cual la
notificación del inicio der proceso no es un derecho der afectado,
sino que se degrada hasta el punto de convertir el tema en un
asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede decidir si se
cumple o no. Evidentemente un Reglamento no puede reformarni modificar la Ley que aprueba un convenio internacional.
Debido a ello, el literal "q" del artículo 4 del Decreto Ejecutivo BS

9" ?OJ'l , reformado por el artículo 2 del Decreto ejecutivo 194
de 5 de marzo de 2012, viola de forma directa, por comisión, el
artículo- XVll, literal e), del protocolo al CDi vigente entre
Panamá y Holanda, aprobado por Ley 23 de 2011 .,'.

Protocolo al CDI vigente entre panamá y Barbados, Ley 5 de
2011.

"4. en relación con el Artículo 25:

e) en el caso de un intercambio de información, los
procedimientos administrativos establecidos a efectos de
salvaguardar ros derechos de ros contribuyentes en er Estado
contratante al cuar se soricita ra información seg uirán siendo
aplicables antes de que ra información sea transmitida ar Estado
Contratante solicitante. Estos procedimientos incluyen la
notificación a la persona respecto al requerimiento de
información al otro Estado Contratante, y pármitirle a esa
persona apersonarse al proceso y presentar su posición ante la
administración tributaria antes de que ésta emiti una respuestaal Estado solicitante Asimismo, queda entendido quó esta
disposición está dirigida a garantizar un procedimiento justo al
contribuyente y no a prevenir o dilatar indebidamente elproceso de intercambio de información.".

Concepto de la Infracciórr



El artículo 4, literal e), del protocolo al CDI vigente entre
Panamá y Barbados, aprobado por Ley 5 de 20j1, reconoce
que los procedimientos de Ley Interna aplicables al intercambio
de información tributaria "incruyen ra notificación a ra persona
respecto al requerimiento de información,,. Este derecho va no
soto se reconoce por reenvío a la norma interna, sino pórque
esta norma del protocolo lo está reconociendo expresamentepor un acuerdo entre Estados. La forma de realizar dicha
notificación ya ha sido. explicada y no puede ser otra que la
establecida EN LA LEy es decir, según la ritualidad del ariículo
1230 del Código Fiscat.

Lo explicado en er párrafo anterior contrasta craramente con elcontenido del impugnado literal ,,q', del artícuto 4 Decreto
ejecutivo 85 de 201.1 , reformado por el artículo 2 del Decreto
Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 20j2, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especiaf en elcual ta DGI podría, de forma PURAMEñTE D|SC¡REC|ONAL,
decidir si en ciertos casos no realiza la notificación al afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscar, reracionado con erintercambio de información tributaria. Es decrr, por la via
reglamentaria se está ,'reformando,, el CDI que firmó panamá
con barbados, en el cual no se hizo ningúna excepc¡ón en
9u31to -a 

que estos procesos deben ser nodficados al áfectado.Tal "reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,, 
del

artículo 4 del Decreto EjecutÍvo S5 de 20i1, reformado for elarticulo 2 del decreto ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012,
estableció que existirá y1 tipo de proceso de carácter fiscaf , en
el cual la notificación der inicio der proceso no es un derecho del
afectado, sino que se degrada hasta el punto de convertir et
tema..en .un asunto que DISCRECIONALMENTE fa OCf pueOe
decidir si se cumple o no. Evidentemente un reglamento nopuede reformar ni modificar la Ley que aprueba un convenio
¡nternacional. Debido a ello, el lúerat "q'; del articulo 4 delDecreto ejecutivo 85 de 201.1 , reformadb por articulo 2 delDecreto ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2O'12, vlola de forma
djrecta, por comisión, el artículo 4, literal e), del Frotocolo al CDIvtgente entre panamá y Barbados, aprobado Ley 5 de 2011.

Ley 20 de 201 1, protocolo al CDI vigente entre panamá v eatar.

"6. En relación con el artículo 26:

e) Queda entendido que en caso de un intercambio dermormacron, ros pro:edimientos administrativos estabrecidos a
".f"gto.. 

de salvaguardar los derechos de los cántribuyentes enel Estado sobre el cual se solicita la información seguiránestando 
.viOenles y aplicables antes que la informacióñ seatransmitida al Estado solicitante. Estos procedimientos incluyenla notificación al contribuyente en relación con el requer¡miento

10



de información por parte del otro Estado Contratante, y la
posibilidad que éste se apersone al proceso y presente su
posición ante la administración tributaria antes que ésta emita
una respuesta al Estado solicitante. eueda entendido que esta
disposición busca garantizar un procedimiento iusto al
contribuyente y no prevenir o dilatar in necesariaÁente el
proceso de intercambio de información.,,.

Concepto de la Infracción:

el artículo 6, literal e del protocolo al CDI vigente entre panamá
y Qatar, aprobado por la Ley ZO de 201i, r"conoc" que los
procedimientos de Ley Interna aplicables al intercambio de
información tributaria "incruyen ra notificación ar contribuyente
en relación con el requerimiento de información',. Este deiecho
ya no solo se reconoce por reenvia a la norma interna, sinoporque esta norma del protocolo lo está reconociendo
expresamente por acuerdo entre Estados. La forma de realizar
dicha notificación ya ha.sicro explicada y no puede ser otra que
la establecida EN LA LEy, es decir,'según la ritualidad del
artículo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en er párrafo anterior contrasta craramente con el
contenido del impugnado literal ,,q,' del artÍculo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 201 1, reformado por el artículo 2 del Decreto
ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especial en el
cual la DGI podrÍa, de forma PURAMENTE D|SCREC|ONAL,
decidir si en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
intercambio de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando,' el CDI que firmó panamá
con Qatar, en el cual no se hizo ninguna excepción en cuanto aque estos procesos deben ser notificados al afectado. Tal"reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,, del artículo
4 del Decreto Ejecutivo g5 de 2011, reformado porel artículo 2
del Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo Oe iOlZ, estableció
que-exístirá un tipo de proceso de carácter fiscat, en el cual la
notificación del inicio del proceso no es un derecho cfer afectado.
s¡no que se degrada hasta el punto de convertir el tema en un
asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede decidir si se
cumple o no. Evidentemente un Reglamento no puede reformarni modificar la Ley que aprueba un convenio Internacionar.
?"b]q9 a ello, el literal "q" del artículo 4 del Decreto Ejecutivo g5

1" ?011, reformado por et artícuto 2 del Decreto Ejecutivo 194
de 5 de marzo de 2012, viola de forma directa, por comisión, el
artículo 6, literal "e" oel pro_tocolo al CDI vigente bntre panamá y
Qatar, aprobado por Ley ZO de 2011.,,.
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Ley 21 de 201'l , Protocolo al CDI vigente entre
Luxemburgo.

"6. En relación con el artículo 26:

Panamá y

e) Queda entendido que en caso de un intercambio de
información, los procedimientos administrativos establecidos a
efectos de salvaguardar los derechos de los contribuyentes en
el Estado sobre el cual se solicita la información seguirá
estando v¡gentes y aplicables antes que la información sea
transmitida al Estado solicitante. Estos procedimientos incluyen
la notificación al contribuyente en relación con el requerimiento
de información por parte del otro Estado Contratante, y la
posibilidad que éste se apersone al proceso y presente su
posición ante la administración tributaria antes que ésta emita
una respuesta al Estado solicitante. eueda entendido oue esta
disposición busca garantizar un procedimiento justo al
contribuyente y no prevenir o dilatar innecesariamente el
proceso de intercan¡bio de información.".

Concepto de la lnfracción:

El artÍculo 4, literal f del protocolo al CDI vigente entre panamá y
Luxemburgo, aprobado por la Ley 21 de 2011 , reconoce que
los procedimientos de Ley lnterna aplicables al intercambio de
información tributaria "incluyen Ia notificación al contribuyente
en relación con el requerimiento de información,,. Este derecho
ya no soto se reconoce por reenvío a la norma interna, sino
porque esta norma del protocolo lo está reconociendo
expresamente por acuerdo entre Estados. La forma de realizar
dicha notificación ya ha sido explicada y no puede ser otra que
la establecida EN LA LEY, es decir, según la ritualidad del
artículo '1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en el párrafo anterior contrasta claramente con el
contenido del impugnado literal "q" del artículo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 201 1, reformado por el artículo 2 del Decreto
Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especial en el
cual la DGI podría, de forma PURAMENTE DISCRECIONAL,
decidir si en ciertos casos no realiza la notificación al afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
intercambio de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando" el CDI que firmó panamá
con Luxemburgo en el cual no se hizo ninguna excepción en
cuanto a que estos procesos deben ser notificados al afectado.
Tal "reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,, 

del
artículo 4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2011, reformado por el

12



artículo 2 del Decreto Ejecutivo 1g4 de 5 de marzo de 2012.
estableció que existirá un tipo de proceso de carácter fiscal, en
el cual la notificación del inicio del proceso no es un derecho del
afectado, sino que se degrada hasta el punto de convertir el
tema en un asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede
decidir si se cumple o no. Evidentemente un Reglamenio no
puede reformar ni modificar la Ley que aprueba un convenio
internacional. Debido a ello, el literal ,,q,, del articulo 4 del
Decreto Ejecutivo 85 de 201 1, reformado por el artículo 2 del
Decreto Ejecutivo 194 de S de marzo de 2012, viola de forma
directa, por comisión, el artículo 6, literal ,,e', del protocolo al CDI
y¡^S9nlg entre Panamá y Luxemburgo, aprobado por Ley 20 de
2011.".

Ley 24 de 201 1, Protocolo al CDI vigente entre panamá y
Singapur.

"3. En relación con el artículo 26:

Se entiende que en caso de un intercambio de información, los
procedimientos administrativos establecidos a efectos de
salvaguardar los derechos de los contribuyentes en el Estado
sobre el cual se solicita la información seguirá estando vigentes
y aplicables antes que la información sea transmitida al Estado
solicitante. Queda entendido que esta disposición busca
garantizar un procedimiento justo al contribuyente y no preveniro dilatar innecesariamente el proceso de intercambio de
información.".

Concepto de la Infracción:

El artículo 3, literal d del protocolo al CDI vigente entre panamá
y Singapur, aprobado por la Ley 24 de 2}ll, reconoce oue los
procedimientos de Ley Interna aplicables al intercambio de
información tributaria se deben seguir aplicando. Esta norma
contiene un claro reenvío al derecho Interno de panamá, dentro
del cual se reconoce A NIVEL DE LEy que se debe notificar al
afectado dentro de un proceso de carácter flscal de intercambio
de información tributaria. Ello es así, por cuanto uno de los
derechos esenciales que salvaguardan los derechos de los
afectados, es ser notificados u hacerse parte det proceso. La
forma de realizar dicha notificación ya ha sido explicada y no
puede ser otra que la establecida EN LA LEy, es decir, según la
ritualidad del artículo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en el párrafo anterior contrasta claramente con el
contenido del impugnado literal ,,q', del artículo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 2C1'l , reformado por el artículo 2 del Decreto
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Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especial en el
cual la DGI podría, de forma PURAMENTE DISCREC|ONAL,
decidir si en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
¡ntercamb¡o de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando" el CDI que firmó panamá
con Singapur, en el cual no se hizo ninguna excepción en
cuanto a que estos procesos deben ser notificados al afectado.
Tal "reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,, del
artículo 4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2011, reformado ior el
artículo 2 del Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo de'2012,
estableció que existirá un tipo de proceso de carácter fiscal, en
el cual la notificación der inicio der proceso no es un derecho del
afectado, sino que se degrada hasta el punto cle convertir el
tema en un asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede
decidir si se cumple o no. Evidentemente un Reglamenio no
puede reformar ni modificar la Ley que aprueba un convenio
internacional. Debido a ello, el literal ,,q; del artículo 4 del
Decreto Ejecutivo 85 de 2011, reformado por et artículo 2 del
Decreto Ejecutivo i94 de 5 de marzo ¿e iOlZ, viola de forma
directa, por comisión, el artículo 6, literal ,,e,,del protocolo al CDI
vigente entre Panamá y Singapur, aprobado por Ley 24 de
2011.".

Ley 22 de 2011, protocolo al CDI vigente entre panamá 
VEspaña.

"lX. En relación conrel artículo 26

Los dere_chos y garantías reconocidas a las personas en un
Estado Contratante se entenderán aplicables a dicho Estado
Contratante se entenderán aplicables en dicho Estado
contratante en el curso del procedimiento de intercambio deinformación. Asimismo, es entendido por tos Estados
contratantes que este requerimiento busca garantizar unprocedimiento justo al contribuyente y no en prevenir o
establecer obstácuros que demoren er pioceso de intercambio
de información. Las demoras que se produzcan por el ejercicio
de los derechos y garantía.s reconocidos a as personas respecto
de la decisión de la Administración de un Eitado Contraiante,
en relación con la transmisión de información a las autoridades
competentes del otro Estado Contratante, no será computable a
Ios efectos de la aplicación de los límites temporales previstos
en la legislación fiscal del segundo Estado coniratante respecto
de los procedimientos fiscares de su Administración tributaria.,,.

Concepto de la Infracción:
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El artículo lX numeral 9 del protocolo al CDI vigente entre
Panamá y España, aprobado por la Ley 22 de 2011, reconoce
que los procedimientos de Ley Interna aplicables que reconocen
derechos y garantías a las personas a las personas se deben
aplicar al intercambio de información tributaria. Esta norma
contiene un claro reenvio al derecho Interno de panamá, dentro
del cual se reconoce A NrvEL DE LEy que se debe notificar al
afectado dentro de un proceso de carácter fiscar de intercambio
de información tributaria. Eflo es así, por cuanto uno de los
derechos esenciales que salvaguardan los derechos de los
afectados, es ser notificados u hacerse parte del proceso. La
forma de realizar dicha notificación ya ha sido explicada y no
puede ser otra que la establecida EN LA LEy, es decir, según la
ritualidad del articulo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en er párrafo anterior contrasta craramente con el
contenido del impugnado literal ,,q,, del artículo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 2011, reformado por el artículo 2 del Decreto
Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuásto especiat en el
cual la DGt podría, de forma PURAMENTE D|SCiREC|ONAL,
decidir si en ciertos casos no reariza ra notificación ar afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con elintercambio de información tributaria. Es decir, por Ia vía
reglamentaría se está ,'reformando,, el CDI que firmó panamá
con España, en el cual no se hizo ninguna excepción en cuantoa que estos procesos deben ser notificados al afectado. Tal"reforma" reglamentaria consiste en que er riterar "q" der artícuro
4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2011, ieformado por el artículo 2
del Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo Ae iOlZ, estableció
que-existirá un tipo de proceso de carácter fiscar, en er cual la
notificación del inicio der proceso no es un derecho der afectado,
sino que se degrada hasta el punto de convertir et tema en un
asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede decidir si se
cumple o no. Evidentemente un Reglamento no puede reformarni modificar ra Ley que aprueba un convenió rnternacionar.
?*bjlg a ello, el titerat ,,q" del artículo 4 det Decreto Ejecutivo 85
qu ?01'1 , reformado por el artículo 2 del Decreto Ejecutivo i94
de.5 de marzo de ZQ1Z, viola de forma directa, por comisión, el
artículo 6, literal "e" del proto^colo al CDI vigente Lntre panamá y
España, aprobado por Ley 22 de 2011.,,.

Ley 78 de 2011 , protocolo al CDI vigente entre panamá y
Francia.

"5. en relación con el artículo 24:
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Los procedimientos administrativos establecidos a efectos de
salvaguardar los derechos de los contribuyentes seguirán
estando vigentes en el Estado requerido. Su aplicación no
impedirá o dilatará innecesariamente al efectivo intercambio de
información.

Se entiende que estos requisitos procedimentales deben ser
interpretados de iranera amplia en aras de no frustrar el
efectivo intercambio de información.".

Concepto de la infracción.

El ar1ículo 5, párrafos cuarto y quinto, del protocolo al CDI
vigente entre Panamá y Francia, aprobado por Ley 7g de2011,
reconoce que los procedimientos de Ley Interna aplicables que
reconocen derechos y garantías a las personas a las personas
se deben aplicar al intercambio de informacíón tributaria. Esta
norma contiene un claro reenvío al derecho Interno de panamá,
dentro del cual se reconoce A NIVEL DE LEy que se debe
notificar al afectado dentro de un proceso de carácter fiscal de
intercambio de información tributaria. Ello es asÍ, por cuanto uno
de los derechos esenciales que salvaguardan los derechos de
los afectados, es ser notificados u hacerse parte del proceso. La
forma de realizar dicha notificación ya ha sido explicada y no
puede ser otra que la establecida EN LA LEy, es decir, según la
ritualidad del articulo 1230 del Código Fiscal.

Lo explicado en el párrafo anterior contrasta claramente con el
contenido del impugnado literal ',q,, del artículo 4 Decreto
Ejecutivo 85 de 2011, reformado por el artículo 2 del Decreto
Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2e12, que es una norma
REGLAMENTARIA que ha creado un supuesto especial en el
cual la DGI podría, de forma PURAMENTE DISCRECIONAL,
decidir si en ciertos casos no realiza la notificación al afectado
del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el
intercambio de información tributaria. Es decir, por la vía
reglamentaria se está "reformando,, el CDI que firmó panamá
con Francia, en el cual no se hizo ninguna excepción en cuanto
a que estos procesos deben ser notificados al afectado. Tal
"reforma" reglamentaria consiste en que el literal ,,q,, del artículo
4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2011, reformado porel artículo 2
del Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, estableció
que existirá un tipo de proceso de carácter fiscal, en el cual la
notificación del inicio der proceso no es un derecho der afectado,
srno que se degrada hasta el punto de convertir el tema en un
asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede decidir si se
cumple o no. Evidentemente rrn Regfamento no puede reformar
ni modificar la Ley que aprueba un convenio ¡nternacional.
Debido a ello, el literal "q" del artÍculo 4 del Decreto Eiecutivo 85
de 2011, reformado por el artículo 2 del Decreto Ejecutivo .1 94
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de 5 de marzo de 2012, viola de forma directa, por comisión, el
artículo 6, literal "e" del Protocolo al CDI vigente entre panamá y
Francia, aprobado por Ley 78 de2011 '

III. INFORME DEL FUNCIONARIO ACUSADO

A fojas 149 a las 162, reposa er informe de conducta emitido por er

Ministerio de Economía y Finanzas, en donde concluye lo siguiente:

Reconocemos que las actuaciones tendientes a oar respuesta a
una solicitud de intercambio de información tributaria en er marco
de los CDI y AllT suscritos por Ia República de panamá v en
ptena vigencia, al no estar regulados en otro Titulo del Código
Fiscal, se rigen por las disposiciones del Título I del Libro Vll Jel
referido Código, según lo dispuesto en el artículo 11g0 del
Código Fiscal.

Reiteramos nuestra consideración en cuanto á que las
actuaciones antes referidas no coniemplan una decisión de
fondo y, por ende, no corresponde la aplicación del articulo 1230
del Código Fiscal por lo que, de manera consistente, contrario alo expuesto por el Demandante, dicha disposición no se ha
infringido.

Resulta evidente que las disposiciones citadas por el
Demandante contenidas en ros protocoros a ros cDr suscr¡tospor Panamá con México, Holanda, Barbados, eatar,
Luxemburgo, Singapur, España y Francia buscan remitirnos a la
legislación doméstica de ros Estados contratanres con respecto a
obligaciones procedimentales de notificación, por lo que éstas
disposiciones no pueden considerarse infringidas.
Aunado a lo anterior, de un anárisis extenso de ra regisración
doméstica de ros Estados contratantes antes mencionados,
podemos concluir que no todos los casos se contempla una
obligación procedimental de este tipo por lo que, 

"on 
r.n"yoiclaridad, enfatizamos que la intención de los Estados

contratantes, ar incruir este renguaje en los protocoros a ros cDr,no es modificar o crear procedimiento administrativo,
actualmente no comprende.

El literal q), objeto de la demanda en cuestión, brinda una
herramienta para no menoscabar la investigación que adelanta el
Estado o parte requiriente, por ejemplo, evitanoo el traspaso de
activos y protegiendo a informantes. Reiteramos iue tás
solicitudes de intercambio de información, en er marco de ros
CDI y AllT, corresponden a investigaciones sobre evasión fiscal
que están generarmente reracionadas con temas sensitivos, tares
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como el blanqueo de capitales y el financiamiento de actividades
terroristas.

IV. CONCEPTO DE LA PROCURADURíA DE LA
ADMINISTRACIÓN

A fojas 163 a la 175 del dossier, se encuentra el concepto emitido por

Ia Procuraduría de la Administración, en el cual solicita al rribunal que

declare que no es ilegal el literal q del artículo 4 del Decreto ejecutivo 194

de 5 de marzo de 2012, emitido por er órgano Ejecutivo, por conducto del

Ministerio de Economía y Finanzas.

Expresa el Procurador de ra Administración ros siguiente: "... er riteral

cuya legalidad se discute es violatorio de alguno de los convenios o

acuerdos ya mencionados y que, además, desconoce las etapas del

procedimiento fiscal ordinario que establece el artículo 11g0 del código

Fiscal, puesto que su contenido en nada interfiere con el derecho que tiene

el contribuyente a que se le notifique de la existencia de una solicitud de

información para propósitos tributarios, ya que, como hemos v¡sto, ro único

que se contempla es la posibilidad de que el Estado Requiriente manifieste

que tiene razones para evitar dicha notificación; petición que, de manera

alguna, conlleva el que la autoridad Nacional de Ingresos públicos esté

obligada a acceder a tal petición en detrimento de lo normado por nuestro

derecho positivo, de alli que, a juicio de esta procuraduría, no existe

contradicción alguna entre el texto reglamentario y las normas invocadas

como infringidas, y por ende, puede concluirse que el mismo se emitió con

apego al principio de estricta legalidad.,,.
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V. DECISIÓN DE LA SALA:

Una vez expuestos los argumentos plasmados por las partes dentro

del presente proceso contencioso administrativo, procede la Sala a dictar

los elementos de juicio que servirán de fundamento para desatar la litis

planteada.

En ese norte, tenemos que la demanda promovida por el apoderaoo

legal de la parte demandante pretende lograr la declaratoria de nulidad. por

ilegal, por parte de esta sala del literal q del artículo 4 del Decreto

Ejecutivo 85 de 28 de junio de 2011, .'por el cual se reglamenta el

Procedimiento para llevar a cabo el Intercambio de Información

tributaria, en el marco de los convenios para Evitar la Doble

lmposición y Prevenir la evasión Fiscal en materia de lmpuestos sobre

la Renta o Acuerdos para la cooperación Fiscal y el Intercambio de

Información en materia de lmpuestos debidamente ratificados por la

República de Panamá, y en plena vigencia.",

El referido literal establece lo siguiente:

"Artícuto 4. EVALUACTóI'¡ y co¡¡reNtDo DE LA SOL|CtTUD.
En el proceso de evaluar la solicitud de información deben
cumplirse las condiciones que se detallan a continuación. cuva
existencia deberá ser comprobada por la DGI antes de solicitar
información a fuentes internas o externas:
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Como punto de partida, en la resolución de la presente demanda,

debemos expresar que desde el año 2002, mediante Nota No 101-02-471-

DMEyF, expedida por el Ministerio de Economía y Finanzas, dirigida al

secretario Generar de ra organización para ra cooperación y er Desarroilo

Económico (OCDE), la República de panamá se compromete al

cumplimiento del estándar internacionar en materia de transparencia e

intercambio de información efectiva.

La Organización para la

(OCDE), fue fundada en .196.1 
,

mejoren el bienestar económico

mu ndo.

Desarrollo Económico

promover políticas que

personas alrededor del

gobiernos puedan trabajar

y buscar soluciones a los

Cooperación

y su misión

y social de

yel

CS

ta$

La OCDE ofrece un foro donde los

conjuntamente para compartir experiencias

problemas comunes.

Ahora bien, ros cargos de infracción se hacen en contra der riterar o

der artícuro 4 der Decreto Ejecutivo g5 de 2g de junio de 2011, expresan

que ra disposición demandada re otorga a ra Dirección Generar de Ingresos,

ahora Autoridad Nacionar de Ingresos púbricos, potestad administrativa para

decidir, de manera discrecionar, si notifica o no ar contribuyente que se

encuentra bajo examen o investigación tributaria, por ro que considera que

dicha facultad transgrede lo establecido en las normas señaladas como

violadas.
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En cuanto a la violación del artículo 20 del Decreto de Gabinete 109

de 1970, modificado por ra Ley 33 de 30 de junio de 20i0, dicho texto

normativo fue subrogado por la ley 24 de g de abril de 2013, posterior a la

admisión de la demanda, por ro cuar no puede ra Sara hacer

pronunciamiento sobre la supuesta violación de una rey que ya no está

vigente.

con relación reración a ra vioración de ros artícuro 1.1 BO y 1230 del

código Fiscal, argumenta er demandante que er riterar q del artícuro 4 del

Decreto Ejecutivo BS de 2011, reformado por er artícuro 2 der Decreto

Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012, es una norma que ha creado un

supuesto especial en el cual la DGI podría, de forma puramente

discrecional, decidir si en ciertos casos no realiza la notificación al afectado

del inicio de un proceso de carácter fiscal, relacionado con el intercambio de

información tributaria, lo que según el demandante, implica que por vía

reglamentaria se está sustrayendo del procedimiento fiscal ordinario el tema

de la notificación de un proceso de carácter flscal.

Así mismo, se estiman violados, entre otros, los convenios y acuerdos

suscr¡tos por la República de panamá con México, países Bajos, Barbados,

Qatar, Luxemburgo, singapur, España y Francia, con er objeto de evitar ra

doble imposición y prevenir ra evasión fiscar en materia de impuesto sobre

la renta, estos son tratados internacionales que tienen su fundamento en los

modelos de convenios de dobre imposición que han sido propuestos desde

1963 por la organización para ra cooperación y er Desarroilo Económico

(OCDE).
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En cuanto a las violaciones a las normas del código Fiscal señaladas,

considera este Tribunal que las mismas no son violadas por el literal q del

artículo 4 del Decreto Ejecutivo 85 de 2g de junio de 2o11, reformado por er

Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2012.

Esto lo decimos porque la norma demandada en nada impide que al

contribuyente se le notifique el inicio o terminación de una instancia ya que

lo que establece la norma demandada es que en el proceso de evaluar la

solicitud de información deben cumplirse las condiciones entre las que se

encuentran la "l

investigación."

Además, esta soricitud debemos tener presente es obieto de

evaluación por parte de la Autoridad Nacional de Ingresos públicos. lo que

no implica que si la misma va en detrimento de to normado en nuesiro

derecho positivo, esté obf igada a acceder a lo pedioo.

Por otra parte, no hay que perder de vista que er requisito demandado

forma parte de la "Evaluación y contenido de Ia solicitud',, que integran el

artículo 4 del Decreto Ejecutivo gs de 2g de junio de 20i 1, modificado por el

artículo 2 del Decreto Ejecutivo 194 de 5 de marzo de 2a12, de conformidad

con el cuar han de cumprirse determinadas condiciones en er proceso de

evaluación de petición de información tributaria hecha a panamá por los

Estados Partes, los cuares han de poder variar dependiendo der convenio o
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Acuerdo existente, previa comprobación antes de requerir ra información, ro

que implica que la entidad primeramente deberá verificar ra ex¡stencia de

cada uno de ros requisitos enunciados en ra disposición regramentaria y si

estos son materia de convenio bilateral o existe alguna reserva.

Y es que ra norma demandada no riñe con ra necesidad de notificar el

inicio de un proceso, ya que con la misma únicamente se pide la indicación

del Estado o parte requirente de si existen razones para evitar ra notificacion

al contribuyente que está bajo examen o investigación, lo que presupone

dos cosas, que esta indicación es objeto de análisis por parte de la
Autoridad Nacionar de Ingresos, y que además, dicha información es para

una investigación que está realizando el Estado requirente, lo cual no

implica que es la resorución que da inicio ar proceso, y que de conformidad

a tas normas legales ha de ser notificada.

Tal como lo explica el Ministerio de Economía y Finanzas, lo que

busca este literar es brindar una herramienta para no menoscabar la

investigación que adelanta el Estado o parte Requirente, evifando el

traspaso de activos y otras situaciones que pudiesen perjudicar ra

investigación.

Aunado a ro anterior, er artícuro 26 der Modero de convenio de ra
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE),

establece regras rerativas ar intercambio de información tributaria, en donde

se deja establecido ciaramente que no se puede obligar a un Estado

contratante a adoptar medidas administrativas que resurten contrarias a su
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legislación o práctica adnlinistrativa, por lo cual dependerá de la revisión de

cada caso a fin de determinar que dichas peticiones sean procedentes.

'ARTÍCULO 26. INTERCAMBIO DE INFORMACION

3. En ningún caso las disposiciones de los apartados
1 y 2 podrán interpretarse en el sentido de obligar a un
estado contratante a:

a) Adoptar medidas administrativas contrarias a su
legislación o práctica administrativa o a las del Estado
contratante.

b) Sumlnistrar información que no se pueda obtener
sobre la base de su propia legislación o en el ejercicio de
su práctica administrativa normal, de las del otro Estado
contratante;

c) Suministrar información que revele secretos
comerciales, gerenciales, industriales o profesionales,
procedimientos comerciales o informaciones cuya
comunicación sea contraria al orden público.".

Como vemos, de lo anterior se logra extraer que cuando un Estado

contratante comunique información a otro Estado, no estará en la obligación

de sobrepasar los límites impuestos por su propia legislación, lo cual deja

sin sustento las violaciones legales citadas por la demandante.

Lo anterior deja sin fundamento, entre otras cosas, lo alegado por la

demandante, especialmente cuando argumenta que: ,,Tal ,,reforma',

reglamentaria consiste en que el literal "q" del artículo 4 del Decreto

Ejecutivo 85 de 2011, reformado por el artículo 2 del Decreto Ejecutivo 194

de 5 de marzo de 2012, estableció que existirá un tipo de proceso de

carácter fiscal, en el cual la notificación del inicio del proceso no es un

derecho del afectado, sino que se degrada hasta el punto de convertir er

tema en un asunto que DISCRECIONALMENTE la DGI puede decidir si se

24



cumple o no.". Ya que como hemos visto, la autoridad ha de regirse por la

legislación interna al momento de analizar estas soricitudes de información

Siendo que ha sido comprobada la

legales que se han alegado por la

consideraciones ya expresadas, lo que

ilegalidad del literal demandado.

improcedencia de las violaciones

demandante, y en base a las

corresponde es declarar la no

VI. PARTE RESOLUTIVA

En mérito de ro expuesto, la sara Tercera de ro contencioso-

Administrativo, de ra corte suprema de Justic¡a, administrando justicia en

nombre de la Repúblíca y por autoridad de ta Ley, DECLARA eUE NO ES

ILEGAL el literar "q" der ar1ícuro 4 der Decreto Ejecutivo g5 de 28 de junio de

2011.

NOTIFíQUESE. l') l\J \/
\--------..- \t-x.=^.

LUIS RAMÓN FÁBREGA
TI/IAGISTRADo

ABEL AUG O ZAMORANO
üa á Qu,.., ,4Ú'
VICTOR L. BENAVIDES P.

MAGIS

/"
TIA ROSAS

ARIA LA SALA TERCERA
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Entrada N'146-12 Mgdo. ponente: LU¡S RAMóN FÁBREGAS.
DEI\¡ANDA coNTENcroso AD¡/lrNrsrRATrvA DE NULTDAD, Inrerpuesta por er ricenciado
PUBLIO RICARDO CORTES C., actuando en su propio nomttre y representación, para que sedecrare nuro, por iregai, er Literar q" del Artículo 4 del Decreto Ejeiutivo N" 8s de ári o" lrhió J"
201 1, emitido por el l,4inisterio de Economía V Finanzas.

SALVAMENTO DE VOTO

DEL MAGISTRADO VíCTOR L. BENAVIDES P.

Con el respeto que me caracteriza, deseo expresar mt desacuerdo con el

fallo de mayoría, que resuelve declarar la legalidad del Literal ,'q,,del Artículo 4

del Decreto Ejecutivo N" 85 de 28 de junio de 2011, emitido por el Ministerio de

Economía y Finanzas.

observo' que er Literar "g" der Artícuro 4 der Decreto Ejecutivo N" 85 de 28

de junio de 201 1, señara que el Estado requirente puede ind¡car si existen

razones para evitar ra notificación ar contribuyente que está baio examen o

investigación porque pudiera perjudicar la misma.

No obstante, ar rearizar er anárisis respectivo, no estamos de acuerdo con

el contenido de este Literar ni con el criterio de la Administración Tributaria, toda

vez que, a nuestro juicio:

' Está en contra der principio procesar der contradictorio, que garantiza ra

defensa del interesado, er cuar puede tener y aportar mayor información

que coadyuve a la investigación.

. No se ha realizado un examen puntual de los textos de los convenios para

evitar la dobre tributación, y acuerdos de intercambio de información

tributaria, firmados y negociados, por panamá, mencionados por la parte

acrora, ya que es necesario verificar el contenido de los mismos con

relación a la cláusula que trata sobre la solioitud de información debido a

que los textos no son iguales.

Entre los CDT vigentes se encuentran: México, Barbados, eaiar,

España, Luxemburgo, Holanda, Singapur, Francia, Corea, portugal,
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lrlanda, República Checa, Emiratos Árabes

www. an ip"qob. pa)

Unidos, Reino Unido. (Fuente:

Entre los AllT vigentes se encuentran: Estados Unidos, lslandia, Canadá,

Finlandia, Noruega, Suecia, Groenlandia, lslas Faroes. (Fuente.

www.anip.qob.pa)

La notificación es un cumplimiento ineludible en el caso que nos ocupa,

toda vez que existe una vocación recaudatoria por oarte de las Administraciones

Tributarias, y se encuentran involucrados derechos subjetivos de los

contribuyentes, Ios cuales están garantizados a nivel constitucional, tal como es

el caso del debido proceso.

Veamos el anáiisis de esta causa:

contr¡buvente

En cuanto al criterio esbozado en el proyecto de fallo, en el sentido que la

información requerida no se trata de una resolución que da inicio al proceso,

razon por la cual no debe ser notificado el contnbuyente, es preciso destacar

que, tal como lo indicáramos en nuestro libro intitulado: ''Compendio de Derecho

Público Panameño", el procedimiento administrativo .'se consfftuye en Ja

herram¡enta más ¡dónea para reasegurar la ausencia de arbitrariedad en el obrar

de la administración", siendo definido el mismo por Dromí, aquí citado por (pág.

trámites ue deben cumplir

" Lo resaltado es

nuestro.

Esto permite que la formación de actos administrativos respondan a un

avance garante de los derechos de los interesados, así como del debido

proceso; por lo que "es de suma importancia que el procedimiento administrativo

Ia Administración (en el ejercicio de Ia func¡ón admin¡strat¡va) y los

adm¡nistrados (en su gestión de tutela individual con participación
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requle la intervención de los interesados en la preparación e impugnación

de la voluntad administrativa".

En este mismo orden de ideas, administ;"ativamente hablando, "los

procesos pueden iniciar antes de que la Administración dicte un acto

administrativo o ante una solicitud o reclamo del particular", motivo por el

cual en el caso que nos ocupa, consideramos que se está causando un perjuicio

al interesado al no notificarlo de Ia investigación que se le está realizando,

basándonos en que la solicitud de información por parle del Estado requirente

constituye ya un proceso iniciado contra el contr¡buyente dentro del cual se le

debe garantizar su derecho al debido proceso.

De acuerdo con lo señalado en nuestra obra: "la característica

fundamental del sistema de iniciacion del Proced¡míento Administrativo es Ia del

abandono del carácter exclusivo de iniciación a Ia simple voluntad

estatal...", significando entonces que el contribuyente tiene derecho a esfar

enterado del proceso de investigación iniciado por el Estado requirente.

Por otra parte, entre los derechos de los cludadanos consagrados en

nuestra Carta Magna se encuentran el de rec¡bir protección de las autoridades

(art. 17) y el Principio del Debido Proceso (art. 32); no obstante, el ciudadano

también tiene deberes y dentro de los mismos, podrÍa destacarse el de "ser un

colaborador de la actívidad administrativa", deber que ejerce con su

representación dentro del procedimiento.

Al respecto, enmarcamos dentro de los derechos ciudadanos contenidos

en la Ley No. 38 de 2000, norma supletoria en el proceso administrativo fiscal,

que "ninguna entidad pública podrá actuar lesionando los derechos o

legítimos intereses de los ciudadanos, sin que antes haya sido adoptada la

decisión (Res.) que Ie sirve de fundamento legal, algo que conlleva

responsabilidad civil, disciplinaria y penal."



Con la no notificación al contribuyente de la investigación, la

Administración Tributaria está solicitando o entregando información confidencial

que podría derivar en un perjuicio para aqué|. Por este motivo, es necesario que

la persona sobre ia quien se está pidiendo información, sea debidamente

notificada y se Ie concede el plazo oportuno

haya surgido a la Administración, es decir

tutela individual como administrado.

aclarar cualquier duda que le

pueda ejercer su derecho de

para

que

La diligencia de notificación está contenida en las disposiciones legales

que regulan el procedimiento administrativo fiscal, específicamente el artículo

1230 del Código Fiscal, que en este caso es aplicable, ya que se trata de Ia

función de recaudación de imouestos.

El requisito de que el Estado requirente indiQue las razones por las que no

se debe notificar la solicitud de información al contribuyente plasmada en el

Literal "q" del Artículo 4 del Decreto Ejecutivo N. 85 de 2011, se encuentra

establecida vía reglamento, más no así por la propia Ley, transgrediendo el

principio de estricta legalidad:

1. "EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y EL DEBIDO PROCESO
EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.
En el campo del Desarrollo Administrativo, se establece como
principio cardinal el que la Administración pública y los órganos que
la integran están subordinados a la Ley. Los servidores públicos
tienen como punto de partida y límite de su actividad, el
clrcunscribirse a la Ley que determina su competencia. por lo tanto,
Ios administrados tienen derecho al cumplimiento de una Ley y se
cumplan cada uno de los eiementos propios del acto administraiivo.
Sobre el principio de legalidad, el profesor Sena Rojas, nos dice:

Adm

medios eficaces para su restablecimiento".
tofimo



manifestaciones estén acordes con el ordenamiento iurídico. En este
sentido, debemos entender que la legalidad de la administración
const¡tuve la finalidad lnmediata del Proceso Administrativo''.
En Panamá, el Principio de Legalidad se encuentra consagrado en el
artículo 1B de la Constitución Política, en el cual dispone:

Articulo 18. Los particulares sólo son responsables ante las
autoridades por infracción de la Constitución o de la Ley. Los
servidores públicos lo son por esas mismas causas y también por
extralimitación de funciones o por omisión en e[ ejercicio de
éstas.

Para que el Principio de Legalidad. sea observado v acatado por la
Administración Pública. esta requiere con servidores públicos
idóneos para su actividad. Y si allí se cumple. la propra
Administración se mostrará celosa del cumplimiento de los deberes
de sus servidores v les exiqirá la eficacia, la moralidad v la
cordialidad necesaria oara brindar un buen servicio a los
administrados. (Benavides Pinilla, Víctor Lec¡nel, "Compendio de
Derecho Público Panameño", Ediciones Jurídicas Andrés Morales.
años 2012, páginas 258 y 259)

En virtud de Io anterior, es preciso mencionar que la potestad

reglamentaria le permitía a la ANIP reglamentar los temas, tal como es el caso

de la evaluación de la solicitud de información por parte del Estado requirente,

en los que no profundizó la Ley, en este caso los Convenios para Evitar la Doble

Tributación. Sin embargo, con el contenido del Literal "q'' del Adículo 4 del

Decreto Reglamentario objeto de esta demanda, la Administración Tributaria se

extralimitó con dejar al arbitrio del Estado requirente el cumplimiento o no del

deber de notificación al contribuyente del 'proceso de invesfigación" iniciado

contra é1, por dicho Estado, máxime cuando el acto de notificación está

contemplado en nuestro derecho interno.

Sobre la potestad reglamentaria se ha pronunciado la Sala Tercera de la

Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos:

IV. ANALISIS DEL TRIBUNAL
Cumplidos los trámites de rigor, el expediente se encuentra en
estado de decisión, tarea que, pasa a desarrollar la Sala
segu idamente.
De entrada, se observa que de la naturaleza de los planteamientos
impugnativos que dan sustento a la presente acción, al igual que de
los argumentos invocados en su contra, resulta obi¡gante que el
análisis de la materia discutida tome en consideración, a título de
referencia, cierlas nociones que se conside¡-an fundamentales para
dar un adecuado contexto conceptual y jurídico a Ia cuestión
sometida a decisión.



En este sentido, la Sala conceptúa indispensable formular las
siguientes precisiones generales:

B. LA POTESTAD REGLAMENTARIA
otr" cfficionadas con ra naturaleza
del tema en controversia, es el que guarda relación con el ejercicio
de la denominada potestad reqlamentaria que nuestra Carta política
atríbuye al Organo Ejecutivo para que pueda reglamentar las Leyes
que Io requieran a fin de facilitar su mejor cumplimiento, sin
apartarse en ningún caso de su texto ni de su espíritu (Art. 184,
numeral 14 C.N.)

octmre autori
ran el

oe esta

n

cristalizar a plenitud.
El reconocido administrativista RAFAEL BIELSA describe los
objetivos que persigue la potestad reglamentaria en los siguientes
términos:
"..-por una parte, ordenar los principios de la Ley en preceptos
particulares más analíticos y prec¡sos con referencia a la actividad
administrativa, cuando ello es necesario o conveniente para la mejor
o más opoduna aplicación de aquella; y por otra, en precisar, aclarar
e interpretar -a los fines de su mejor comprensión y aun
vulgarización- el alcance de la Ley, es dec¡r, de sus principios más
generates, proveer por normas específicas a la ejecución de sus
mandatos, lo que se hace en circulares e instrucciones" (cfr.
DERECHO ADMINISTRATIVO. Editoriat LA LEy, Buenos Aires,
1964, Sexta Edición, Pá9. 306 Tomo l.)
La doctrina científica en un esfuezo de clasificación distingue,
fundamentalmente, cinco especies de Reglamentos, a saber: af los
de subordinación o ejecución de las leyes, a los cuales alude el
numeral 14 del artículo 184 de la Constitución Nacional: b) los
autorizados o de integración; c) los delegados; d) Ios autónomos; y
e) los de necesidad o urgencia. (cfr. DROMI,ROBERTO,DERECHO
ADMiNlSTRATIVO,Editorial Ciudad Argentina, España,1998, 7u
Edlción, Pá9. 317)

La función de optimización asignada a los Reglamentos de E¡ecución
de las Leyes, en cuanto al cumplim¡ento de las finalidades
persegu¡das por estas, tiene que manifestarse con estricto apego a
las exigencias de subordinación, desarrollo y complementariedad,
notas éstas que deben ser identificadas con vista en una lectura
atenta del contenido y alcance de la Ley que se prerenoe
reglamentar.
.. . ." (Fallo de 27 de febrero de 2007, Demanda Contencioso
Administrativa De Nulidad Interpuesta por El Licdo. Jorge Omar

el Reqlamento. a fin de

rcton
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Brennan C. Actuando En Su Propio Nombre Y Representación, para
Que Se Declare Nula, Por llegal, La Frase "Los Contribuyentes eue
Reciban Gastos De Representación Estarán En La Obligación De
Presentar Declaración De Rentas Para Pagar La Diferencia",
Incluida En La Parte Final De Los Parágrafos En Los Articulos 138 y
139 Del Decreto Ejecutivo No 170 Del 27 De Octubre De 1993,
Modificado Por El Decreto No 143 Del 27 De Octubre De 2005,
Emitido Por El Ministerio De Economía Y Finanzas, publicado En La
Gaceta Oficial No 25,419 Del 1 De Noviembre De 2005. ponente:
Adán Arnulfo Arjona L. Panamá, Veintisiete (27\ De Febrero De Dos
Mil Siete (2007).

D isc rec iona lid ad v Arbitrariedad

El contenido del Literal demandado, nos Ileva a la aplicación de la

discreclonalid ad por parte de la Administración Tributaria, toda vez que d¡cho

Literal señala que el Estado requirente indicará si existen razones para no

notificar al contribuyente investigado; sin embargo, no estab¡ece taxativamente

que estas razones deben estar debidamente motivadas y tampoco que Ia ANlp

debe proceder de acuerdo a Io indicado, dejando a su discreción el cumplimiento

del derecho interno.

De esta discrecionalidad que permite la reglamentación a la Autoridad,

podría devenir una actuación arbitraria por parte de la Administración, con lo

cual se estaría poniendo al investigado en una posición de total indefensión ante

la actuación de los Estados contratantes, debido a que la norma no señala que

las referidas razones deben estar motivas y sustentadas en fundamento de

derecho.

En este sentido, es preciso examinar ciertos aspectos que contiene el

estudio de la autoría del Dr. Tomás Ramón Fernández, titulado "Arbitrariedad v

Discrecionalidad" de la Editorial Civitas.

La motivación de la decisión comienza, pues, por marcar la
diferencia entre lo discrecional y lo arbitrario, y ello, porque si no hay
motivación que Ia sostenga, el único apoyo de la decisión será la
soia voluntad de quien Ia adopta, apoyo insuficiente, como es obvio,
en un Estado de Derecho en el que no hay margen, por principio,
para el poder puramente personal. Lo no motivado es ya por este
sólo hecho, arbitrario, como con todo acierto concluyen las
seniencias de 30 de junio de 1982, 15 de octubre y 26 de noviembre
de 1985, entre otras.

,LA MOT]VACION COMO DESIND



ó

La motrvación, por otra pane, es, como ha dicho Ia Sentencia
Constitucional de 17 de junio de 1981, < no sólo una elemental
cortesía, sino un riguroso requisito del acto de sacrificio de
derechos>, una garantÍa elemental del derecho de defensa, incluida
en el haz de facultades que comprende el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva, a obtener una resolución fundada en Derecho
(Sentencia constitucional de 1 1 de julio de 1983).
A la luz de estas elementales ideas es como hay que leer hoy el
artículo 43 de la Ley de Procedimiento Administrativo, cuya actual
redacción podría y debería mejorarse para incluir entre los actos
para los que en todo caso es exigible una motivación expresa los
que resultan del ejercicio de un poder discrecional, pues son éstos y
no los reglados los que requieren la Sentencia de 3 de diciembre de
29866, confirmatoria en apelación de otra pcr la que, a su vez, se
confirmó la anulación en virtud de recurso de alza de un acuerdo de
la Junta de Gobierno de la ciudad Sanitaria de la Seguridad Social
de Hospitalet de Llobregat por el que se adjudicaron los concursos
públicos convocados para la contratación de los servicios de bar-
cafetería de la misma, justamente por falta de la debida motivación.
Dice así la sentencia en cuestión:
"El motivo por el que se exirema el rigor de la exigencia de u n
requisito formal, como es el indicado , cuando en la generalidad de
los casos la jurisprudencia lo flexibiliza al máximo, sobre todo
cuando no se trata de los supuestos previstos en el artículo 43 de la
Ley de Procedimiento Administrativo, es por la necesidad, en el caso
de que se trata, de justificar ante las partes y justificarse ante las
partes y justificarse anie si misma. - la Junta de Gobierno de la
mencionada Ciudad Sanitaria - la desviación de la regla general de
la adjudicación de los recursos a las proposiciones económicas mas
ventajosas, como es lo ocurrido aquí, al descartar a una empresa
concursante, a pesar de que el canon propuesto era el más elevado.
La necesidad de justificación objetiva como segundo nivel de
distinción: Presunción de legalidad y carga de la prueba.
El poder administrativo en un Estado de Derecho es siempre y más
todavía el poder discrecional, un poder funcional", un poder obligado
a dar cuenta de su efectivo servicio a la función para la que fue
creado, a justificarse en su ejercicio y a justificar, también su
conformidad a la Ley y al Derecho, a los que está empresa y
plenamente sometido por la Norma Fundamental.
La observación, obvia en apariencia, es rica, sin embargo, en
consecuencias, que merecen ser debidamente subrayadas.
La motivación exigible puede ser sucinta. Así hay que admitirlo en
muchos casos como una consecuencia inevitable del tráfico
administrativo, que s normalmente un tráfico en masa incompatible
con más exigentes requerimientos. Así lo admite también la propia
jurisprudencia constitucional, de la que puede servir de ejemplo la
Sentencia de '1 B de junio de 1982. Según la cual "la motivación
escueta o sucinta, si es suficiente indicativa, no equivale a ausencia
de motivación, ni acarrea nulidad.
lmporta, sin embargo, precisar que si la motivación puede ser
sucinta dada su finalidad ouramente instrumental de indicar el
destinatario de la decisión las razones en que ésta se apoya a los
efectos de que pueda adoptar ante ella Ia postura que entienda más
conveniente y, en su caso, impugnarla si la considera contrarla a
Derecho, de la fundamentación de la decisión no puede decidirse lo
mismo.
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Lo que quiero destacar es que una cosa es la expresión externa de
las razones que sirven de fundamento a la decisión y otra muy
distinta las razones mismas. Lo primero hace referencia a la
configuración externa del acto, lo segundo, al expediente del que
este acto es resultado, expediente cuyo contenido la motivación se
limita a extractar o resumir con los fines indicativos ya enunciados.
Para no incurrir en arbitrariedad la decisión discrecional "debe venir
respaldo y justificada por los datos objetivos sobre los cuales opera
(Sentencia de 29 de noviembre de 1985), ya que en los actos
reglados, como su contenido está agotadc,ramente tipificado por
Ley, por regla general tendrá escasa importanc¡a el proceso de
formación de la voluntad administrativa. En cambio, en los
discrecionales, al existir en mayor o menor medida una libertad
estimativa, resulta de gran trascendencia el proceso lógico que
conduce a la decisión (Sentencia de 7 de febrero de 1987). Ello
obl¡ga a la Administración a aportar al expediente todo el material
probatorio necesario para acreditar que su decisión viene apoyada
en una realidad fáctica que garantice la legalidad y oportunidad de
la misma, así como la congruencia con los motivos y fines que la
justifica (Sentencias de 22 de junio de '1982 y 15 de octubre de
1985).
La fundamentación adecuada de la decisión concretamente
adoptada constituye así un segundo nivel de diferenciación en lo
discrecional y lo arbitrario, entendido esto último como Io que no
aparece (por inexistencia de motivación o por motivación
insuficiente) o no está debidamente furidado (en el material
incorporado al expediente a lo largo de la instrucc¡ón del
proced imiento)-
Hasta donde deba llegar ese esfuerzo de fundamentación de la
decisión es algo que no puede afirmarse sin más a priori. Depende,
como es Iógico, de la naturaleza del asunto, de las concretas
c¡rcunstancia que rodeen al mismo y, por supuesto, de Ia concreta
estructura de la norma que habilita o crea el poder de actuar. Lo que
si puede decirse en términos generales es que a mayor libertad,
más precisa y cuidadosa debe ser la fundamentación de la
decisión.
La Administración dispone de una libertad, mayor o menor para
elegir la solución que considere más apropiada de entre las varias
pos¡bles, libertad que es suya y sólo suya, pero como esa libertad
no es ni puede ser total supuesto que el poder que le otorga es un
poder jurídico y su otorgamiento por la Ley se hace en
consideración de intereses que no sot, propios del órgano
competente para ejercitarlo, éste debe razonar por qué estima que
tal solución y no otra dist¡nta es la que mejor satisface los intereses
a los que el poder ejercitado se ordena.
La norma habilitante del poder discrecional incluye siempre y no
puede dejar de incluir esta ex¡gencia de justificación, siquiera sea
implícitamente y ello tanto cuando utiliza lo que se llama un
concepto. Jurídico inderminado como parámetro de decisión, como
cuando francamente reconoce a la Administración libertad para
decidir sin necesidad de atenerse a tels referencias. Elegir la mejor
solución es siempre obligado para todo aquel que ejercita una
función, esto es, un poder otorgado en consideración al interés de
otro, como lo es también en iales casos dar cuenta a posterior del
concreto todo en que ese poder ha sido ejercido. La Administración
no puede ser en esto una excepción, como es evídente.
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Esta exigencia tiene a hace.rse, por lo demás, expl¡cita en la Leyhabilitante 
.a 

medida que la libertad *,ufoi""-r"!ón de la propiacomplejidad der proceso de adopción ¿e'oecis¡ones. La recienteregulación de la técnica del impacto 
"mn¡entJlntrJuc¡oa en nuestroDerecho por et Reat Decreto Legistativo iCoz i iéddo" 28 de junio.constituye 

, 
un buen ejempro de ra tendenciu 

" 
t" qr" me refiero,en cuanto obliga formalmente a realizar un 

"*"*un de las distintasalternativas técnicamente viabtes y ,"á irrtiiül.ián o" lu sotuciónpropuesta.
En cualquier caso, como dice la Sentencia de 26 de enero de 1g87,el expediente administrativo debe presentarl*-tJiorruntos de la
::f:::ll^ ^"ll_?ijg:9".gj" 

.91- ei principio oL 
-of]etivioao 

de ra

::::i:fi: "lT.:'^1:11,:: t1; 1!?1 ¿L ru óon.iiL.jíl_ ;; ¿;;:

Insisto en este punto-porq¡;;o es,infrecuente que tos Tribunales,
::":n:,:l:_l.I presunción de resatidad qué-." piJj¡", de tos actosa d m in i strativos u n pt u sva to r. qu""* 

'ná.f 
ti¿ o-ui" ; ,"; ;; ;ié:l'"1sentido institucional de la,misma, inviert"" éi púnt*miento muchasveces eximiendo de hecho. A la AdmÍnÍstá.¿;";" Justificar sudecisión, supliendo con sus propios razonamientos, incluso, lai¡suJiciencia de tos de aqueila y voliando JJ iáj" o"l particutar sinmatiz alguno la carga de la prueoa.

In ^":t1 
actitud. de la que_ son muestra, por ejemplo tas Sentenciasde 24 de noviembre de 1981 y r r de jutiá Oe iSBi,"n"V, a mi juicio,

:llo_tabie ",rr9r9.u 
enfoque, que trastorna tos términos del debate yotorga, en definitiva a la Administración por via interpretat¡va unaprima adicional a las gue por Ley le están 

"tr¡Urárr, 
más allá, puesde to querido por et tegistadó, y, por. ;ñ;.j; por ta prop¡oConstitución de ta que en absotuto óirrjo" ¿áoi.í.".La+Esuqré+lg_leqqlded 

d e to s actos áá - "i.jrátr", respo n d e,como es notorio, a una finalidad fundamenial; asegurar laejecutiyjdad de éstos y evitar el riesgo Oe qu- ta simpte oposición deun pa(icytar pueda paratizar tos elfectos'd; ;;;;;; adm¡nistrativa
::la9:, ésta,_Srfr_ consecuencra, el arbitrio de aquet. Su efecto

ii{ü:_ : iü :_ i}'" ffi ' ;y;p;;#., ?o "o "ttrM:i:?j:::l"Lqi:"te.proceso que, por io áem¿s no pÁár"u por si sotoetectos suspensivos.
tmpugnado el acto y abierto el proceso el reparto dentro del mismo
l^ :^:Tgr_d" ta prueba e-s_ya otra cuestión, q;; h; o" regirse por¡as regtas procesales oenerales y no por uná presunción que haagotado prev¡amente sris efectos óropt;. 

q"q P'u'
Lo mismo hay que Cecir v por las miimas razones de la valorizaciónde la prueba aportada ár proceso, bien a travls 

-¿el 
expedienteadministrativo, bien mediante la aciividad pro"".á que tas partesdesarrollen en el seno de los autos, Uien giacias-a la iniciativa delpropio Organo Jurisdiccional cuando ¿ste ést¡me n""""uno acordar

:lr,n":L.jO" 
de ditigencias para mejor proveer, tat y como ta Ley te

Neg¿r esto_es negar el proceso mismo o, lo que es igual, la concretaconfiguración que al proceso contencioso _ adminisirat¡vo quiso dar



ll

Ia Ley Jurisdiccionar de 27 de diciembre de 1g56 como un autenticoproceso de pr¡mera instancia. (Arbitrariedad y niscrecionatiOáC,Tomás-Ramón Fernández, Editoriál Ci"iús, p¿. 106_115)

La reseña doctrinal y jurisprudencial que hemos expuesto, revela la

carenc¡a de la norma que regula la evaluación de la solicitud del Estado

requirente, de exigir Ia motivación de por qué no se requiere de ra anuencia r.
participación del contribuyente en la solicitud de informes, datos, cifras,

documentos, etc_

Esta ausencia de motivación, genera una actuación arbitraria de Ia

Administración Tributaria y totar indefensión der contribuyente y, viora en

consecuencia Ia garantía der debido proceso y otras garantías contempradas en

los adÍculos 32, 41 , 43 y 47 de la Constitución Nacionar.

En virtud de todo lo anteriormente expuesto. somos oel criterio de que se

debió decrarar nuro, por iregar, er Literar "q" der Artícuro 4 der Decreto Ejecutivo

N" 85 de 2011, "por er cuar se regramenta er procedimiento para tevar a cabo el

intercambio de Información Tributaria en er marco de ros convenios para Evitar

la Doble lmposición y prevenir ra Evasión Fiscar en Materia de rmpuestos sobre

la Renta o Acuerdos para ra cooperación Fiscaj y er Intercarnbio de rnformación

en Materia de rmpuestos debidamente ratificados por ra Repúbrica de panamá y

en prena vigencia", modificado por er Decreto Ejecutivo No. 1g4 de 5 de marzo

de 2012.

Por las anteriores consideraciones, SALVO EL VOTO.

Fecha ut supra.

ú¿ / <Q..r.".-"t,1
VICTOR L. BENAVIDES P.


